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OPINIÓN N.° 035-2005/GTN

Entidad
:
Ministerio de Economía y Finanzas
Asunto
:
Obligación de notificar a la Comisión de Promoción de la Pequeña y Micro Empresa 
Referencia
:
Oficio Nº 235-2005-EF/43.50
1. ANTECEDENTES

A través del documento de la referencia, el Jefe de la Oficina General de Administración del Ministerio de Economía y Finanzas formula consulta sobre la obligación de notificar a PROMPYME la convocatoria de los procesos de selección para la adquisición de bienes o contratación de servicios, cuyos valores referenciales sean iguales o superiores a cuatro Unidades Impositivas Tributarias (4 UIT) y para la ejecución de obras, cuyos valores referenciales sean iguales o mayores a diez Unidades Impositivas Tributarias (10 UIT).
2. CONSULTA

Se consulta si, aun cuando no se ha expedido el Decreto Supremo que determine los sectores económicos donde exista oferta competitiva por parte de las MYPES, existe obligación, por parte de la Entidad, de comunicar las convocatorias de los procesos de menor cuantía cuyos valores referenciales sean iguales o superen las cuatro UIT, para el caso de bienes y servicios, y sean iguales o mayores a diez UIT, para los supuestos de contratación de ejecución de obras.
3. ANÁLISIS

Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, debemos precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el inciso d) del artículo 59° de la Ley y el procedimiento 7 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE
, las consultas que absuelve este Consejo Superior, son aquellas referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.

3.1. El literal “a” del numeral 4 del artículo 77º del Reglamento de la Ley, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM, en adelante, el Reglamento, establece que el proceso de adjudicación de menor cuantía se convoca para la adquisición o contratación de bienes, servicios y obras, cuyos montos sean inferiores a la décima parte del límite mínimo establecidos por las normas presupuestarias para las licitaciones públicas o concursos públicos, según corresponda; asimismo, precisa que las adquisiciones de menor cuantía, destinas a la adquisición de bienes y servicios, así como para la contratación de obras, serán notificadas a la Comisión de Promoción de la Pequeña y Micro Empresa (PROMPYME), según lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 96º del Reglamento
.
3.2. Por su parte, el artículo 106º del Reglamento establece que la convocatoria de los procesos de adjudicación de menor cuantía se realiza mediante invitación que puede ser a uno o más proveedores, según corresponda en atención a la oportunidad, monto, complejidad, envergadura o sofisticación de la adquisición o contratación. Al respecto, precisa que las convocatorias, en los supuestos de adquisición de bienes o contratación de servicios, cuyos valores referenciales sean iguales o superiores a cuatro Unidades Impositivas Tributarias (4UIT), y para la contratación de la ejecución de obras cuyos valores referenciales sean iguales o mayores a diez Unidades Impositivas Tributarias (10 UIT), se notificarán a PROMPYME, siempre que el objeto del proceso corresponda a sectores económicos donde exista oferta competitiva por parte de las MYPES, los cuales se establecerán mediante Decreto Supremo de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 18º del Texto Único de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM, en adelante la Ley.
3.3. Conforme lo expuesto, y sistematizando las disposiciones contenidas en los  precitados artículos, se desprende que todas las convocatorias a procesos de adjudicación de menor cuantía se formalizarán mediante invitación a uno o más proveedores y que, en circunstancias específicas – las que dependerán de la cuantía de la contratación o adquisición –, dichas convocatorias deberán ser complementadas con la comunicación a PROMPYME, siempre y cuando se hayan determinado, mediante Decreto Supremo, los sectores económicos en los cuales las pequeñas y microempresas ostentarán presencia competitiva
.
3.4. Ahora bien, la normativa de contratación pública ha establecido para los casos de adjudicaciones de menor cuantía una obligación de comunicación, cuya exigencia dependerá única y exclusivamente de una disposición exógena (Decreto Supremo) encargada de determinar los sectores competitivos de las MYPES y con ello completar el supuesto de hecho de la norma
.   
Sobre el particular, adhiriéndonos a lo comentado por Marcial Rubio, en el presente caso, el supuesto de la norma describe, de forma simplificada, una situación abstracta a la cual le seguirá una consecuencia, de verificarse luego en la realidad
.
En efecto, para que la obligación de comunicación a PROMPYME sea exigible se necesita, en los supuestos de adjudicaciones de menor cuantía, un elemento cuantitativo; esto es, que el valor referencial, para bienes y servicios, sean iguales o superiores a cuatro UIT, y para obras, sean iguales o mayores a diez UIT y, adicionalmente, que el objeto de la convocatoria esté incluido en el Decreto Supremo que determine los sectores económicos donde las MYPES tienen presencia competitiva.

De lo señalado se infiere que, toda vez que el Decreto Supremo mencionado a la fecha no ha sido emitido, el supuesto de hecho de la norma se encuentra incompleto; por tanto, no puede imponerse la comunicación a PROMPYME como un aspecto de obligatorio cumplimiento para formalizar la convocatoria en los indicados supuestos. 

3.5. Es pertinente señalar que si bien existen principios que subyacen a la normativa de contratación pública, y que son necesarios para integrar los vacíos normativos, debe tenerse presente que, a dicho efecto, es indispensable que exista como premisa supuestos normados y cuyas consecuencias puedan ser trasladadas a aquellos supuestos no regulados, pero que poseen naturaleza semejante; en ese sentido, imponer mediante la integración el cumplimiento obligatorio de la comunicación a PROMPYME en ausencia del supuesto concreto podría resultar jurídicamente cuestionable.

3.6. No obstante lo expuesto, resulta pertinente señalar que en aras del fomento a las MYPES, es posible que la Entidad, al ser responsable de realizar las invitaciones a los proveedores, considere conveniente dirigirse a PROMPYME, cuando verifique el cumplimiento del elemento cuantitativo en los valores referenciales.
4. CONCLUSIONES

4.1. La normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado establece que las Entidades comunicarán a PROMPYME las convocatorias de los procesos de adjudicación de menor cuantía cuando el valor referencial, en los supuestos de adquisición de bienes o contratación de servicios, sean iguales o superiores a cuatro Unidades Impositivas Tributarias o, para el caso de ejecución de obras, sea igual o mayor a diez Unidades Impositivas Tributarias. No obstante, a fin de hacer obligatoria la precitada comunicación es indispensable que se determinen los sectores económicos que son materia de interés del Estado para promover la participación de las pequeñas y microempresas.
4.2. En aras del fomento a las MYPES es posible que la Entidad, al ser responsable de realizar las invitaciones a los proveedores, considere conveniente dirigirse a PROMPYME, cuando verifique el cumplimiento del elemento cuantitativo en los valores referenciales.
Jesús María, 12 de abril de 2005
CIM/
� Aprobado mediante Decreto Supremo Nº 127-2002-PCM.





� 	Debe entenderse que la referencia al artículo 96º del Reglamento corresponde al artículo 106º del mismo cuerpo normativo, toda vez que el artículo 96º está referido al procedimiento que las Entidades deben seguir para materializar las compras corporativas facultativas.


		


� 	El artículo 18º de la Ley señala expresamente que la Presidencia del Consejo de Ministros, previa opinión favorable de los Ministerios de Trabajo y Promoción del Empleo y de la Producción, establecerá, mediante Decreto Supremo, los sectores que son materia de interés del Estado para promover la participación de las micro y pequeña empresas.





�  De acuerdo con Marcial Rubio Correa, la norma jurídica es un mandato que implica que a cierto supuesto debe seguir lógico – jurídicamente una consecuencia, estando tal mandato respaldado por la fuerza del Estado para el caso de su eventual incumplimiento.





�  RUBIO CORREA, Marcial. El Sistema Jurídico. Lima: 1993. Fondo Editorial de la PUCP. Página. 91. 





� Al respecto, si los sectores económicos en los que las MYPES ostentan presencia competitiva estuvieran determinados y, por ejemplo, la elaboración de muebles no hubiese sido considerada, pero este supuesto comparte similares características con otro sí incluido, entonces podría intentarse realizar una integración jurídica a fin de extender la obligación de comunicar la convocatoria de las adjudicaciones de menor cuantía a PROMPYME. 





